
 

 
 

INICIATIVA QUE REFORMA EL ARTÍCULO 4°. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 

ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN MATERIA DE SALUD SEXUAL Y REPRODUCTIVA, 

SUSCRITA POR INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRD 

Planteamiento del problema 

En México, existe un gran pendiente con respecto a garantizar y reconocer el derecho de las mujeres para 

decidir libremente sobre su cuerpo, así como el de asegurar para ellas el acceso universal a la salud. 

La Organización Mundial de la Salud estima que cada año se practican más de 20 millones de abortos 

peligrosos en el mundo. Por su parte, el Instituto Nacional de Estadística y Geografía, señaló que de 1990 a 

2015, en el país, 2 mil 338 mujeres fallecieron por abortos clandestinos, lo que representó 1 de cada 13 muertes 

maternas. 

Siendo el aborto clandestino un serio problema de muerte materna en el país, el tema se vuelve un asunto de 

salud pública que a nivel nacional no ha sido atendido, además de que existe un severo problema de 

criminalización contra las mujeres. 

En este sentido, debemos reconocer que el aborto es una práctica que se lleva a cabo sin importar la edad, clase, 

nivel de educación o socioeconómico, religión, estado civil, o si existe regulación o no. Sin embargo, son las 

mujeres con menos recursos las más propensas a alguna complicación en las prácticas clandestinas que las 

puede llevar a la muerte o a la cárcel. Por ellas, por todas, es que garantizar la interrupción del embarazo es un 

pendiente legislativo que se debe resarcir y que ha sido retrasado por muchos años ya. 

Frente a esta realidad, en nuestra Carta Magna, el artículo 4o. en su párrafo segundo, se establece que “toda 

persona tiene derecho a decidir de manera libre, responsable e informada sobre el número y el espaciamiento de 

sus hijos”, sin embargo, limita el derecho a la salud de las mujeres al no considerar la interrupción del embarazo 

como un asunto de salud pública. Necesitamos enmendar este pendiente. 

Argumentos 

Es cierto que en legislaciones estatales la interrupción del embarazo se encuentra permitida bajo algunos 

factores, no obstante, hay casos que aún no son considerados. La organización Grupo de Información en 

Reproducción Elegida (GIRE), ha señalado que la interrupción del embarazo por violación es un problema de 

salud pública, ya que estos casos de violencia -de acuerdo a cifras oficiales- representan al menos 600 mil 

delitos al año, de los que nueve de cada 10 víctimas son mujeres, y cuatro de cada diez de ellas tienen menos de 

15 años de edad. 

Además, México ha suscrito distintos marcos internacionales en materia de derechos humanos de la mujer que 

comprometen a los Estados a garantizar condiciones y adoptar las medidas necesarias para que el ejercicio de 

los derechos de las mujeres sea eficaz y pleno, así como de abstenerse de realizar cualquier acción que vulnere 

esos derechos. 

Algunos de esos instrumentos son la Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948; la Declaración 

y Programa de Acción de Viena de 1993; el Programa de Acción de la Conferencia Internacional sobre la 

Población y Desarrollo de 1994; la Plataforma de Acción de Beijing de 1995; la Convención sobre la 

Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW) de 1979; el Protocolo 

Facultativo de la CEDAW de 1999 y la Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la 

violencia contra la mujer (Convención de Belém do Pará) de 1994. En éstos también se aborda la interrupción 



 

 
 

del embarazo como un asunto de salud pública y desde un enfoque del ejercicio de los derechos sexuales y 

reproductivos de las mujeres. 

En nuestro país, 40 por ciento de los embarazos no deseados se presentan en jóvenes de entre 15 y 19 años de 

edad, según cifras del Consejo Nacional de Población, y la cobertura de anticonceptivos sólo abarca a 44.5 por 

ciento de las jóvenes y adolescentes, 58 por ciento de mujeres indígenas y a 64 por ciento de mujeres en zonas 

rurales. Es así necesario, trabajar en la prevención del embarazo no deseado, y garantizar el acceso a la 

interrupción de éste en caso de ser deseado o requerido, sin ninguna restricción. 

Lejos de disminuir, el aborto aumenta en todos los estados sin importar el estatus legal, “la criminalización no 

reduce su incidencia pero sí aumenta el riesgo de muerte y complicaciones para las mujeres”, señaló una 

representante de la organización Ipas México. No podemos seguir permitiendo la muerte o el encarcelamiento 

de mujeres que ejercen su derecho a decidir sobre su cuerpo, debemos asegurar condiciones dignas, gratuitas y 

eficientes que les permitan llevar a cabo el ejercicio pleno de sus derechos sexuales y reproductivos. 

Dado a lo señalado, se propone la siguiente reforma a la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos. 

Fundamento legal 

Quienes suscriben, integrantes del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática en la LXIV 

Legislatura de la Cámara de Diputados; con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, y 135 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento 

de la Cámara de Diputados, sometemos a consideración del pleno de la honorable Cámara de Diputados el 

siguiente proyecto de 

Decreto por el que se reforma el artículo 4o., párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos 

Único. Se reforma el artículo 4o, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

para quedar como sigue: 

Artículo 4o. ... 

Toda persona tiene derecho a decidir de manera libre, responsable e informada sobre el número y el 

espaciamiento de sus hijos. Se garantizará este derecho, estableciendo la prestación de servicios de salud 

sexual y reproductiva, incluida la interrupción del embarazo cuando la mujer interesada así lo solicite o 

lo necesite, como una obligación institucional. 

... 

... 

... 

... 

... 



 

 
 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Segundo. El Congreso de la Unión y los locales deberán armonizar la legislación respectiva por virtud del 

presente decreto, dentro de los 120 días siguientes a la entrada en vigor de éste. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 6 días del mes de septiembre de 2018. 

Diputados: José Ricardo Gallardo Cardona (rúbrica), Verónica Beatriz Juárez Piña (rúbrica), José Guadalupe 

Aguilera Rojas, Abril Alcalá Padilla, María Guadalupe Almaguer Pardo, Mónica Almeida López, Mónica 

Bautista Rodríguez, Frida Alejandra Esparza Márquez, Teófilo Manuel García Corpus, Raymundo García 

Gutiérrez, Antonio Ortega Martínez, Emmanuel Reyes Carmona, Claudia Reyes Montiel, Norma Azucena 

Rodríguez Zamora (rúbrica), Luz Estefanía Rosas Martínez, Héctor Serrano Cortes, Javier Salinas Narváez, 

Mauricio Alonso Toledo Gutiérrez, Carlos Torres Piña, Lilia Villafuerte Zavala (rúbrica). 

 


